
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI 
SALA DE DECISIÓN UNITARIA 

 
 

Santiago de Cali, veintiséis de marzo de dos mil veintiuno  
Rad: 000-2021-00086-00 
Magistrado Ponente: César Evaristo León Vergara 
 
 
En atención a la solicitud que antecede, esta Sala dispone: 

 
 

1.- Admitir la acción de tutela instaurada por HECTOR GONZALO GOMEZ 
PEÑALOZA contra la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 
DEL VALLE DE CAUCA.  
 
2.- Se ordena a la Comisión Seccional de Disciplina Judicial Del Valle de 
Cauca la vinculación de los extremos procesales e intervinientes que 
hacen parte del asunto objeto de queja constitucional (Proceso 
Disciplinario radicado No. 2015-02154-00) como sujetos pasivos de la 
acción. 
 
3.- Se le concede a la autoridad judicial accionada y a los vinculados el 
término el término de un día para que ejerzan su derecho de defensa. 
La contestación se considerará rendida bajo juramento y en caso 
contrario, su silencio, hará que se tengan por ciertos los hechos en que 
se apoya el escrito de tutela. (Artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 
1991). 
 
4.- Se solicita a la Comisión Seccional de Disciplina Judicial Del Valle de 
Cauca, se sirva remitir de manera inmediata el expediente digital del 
proceso disciplinario radicado bajo el No. 2015-02154-00, con destino a 
esta Sala a fin de practicar inspección judicial a las piezas procesales. 
 
5.- Notifíquese por el medio más expedito a las partes y vinculados; 
surtido lo anterior, ingrese inmediatamente a Despacho. 
 
Notifíquese y cúmplase, 

 
 

 
 

CÉSAR EVARISTO LEÓN VERGARA 
MAGISTRADO 

 



Señores:  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO - REPARTO TUTELA 

Cali - Valle 

 

REFERENCIA : ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE  : HÉCTOR GONZALO GÓMEZ PEÑALOZA  

ACCIONADO : COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 

                                               DEL VALLE DEL CAUCA 

 

HÉCTOR GONZALO GÓMEZ PEÑALOZA, mayor de edad, me dirijo a usted con el fin de 

entablar la presente acción de tutela por defecto procedimental, en contra de LA COMISIÓN 

SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, para que mediante el 

trámite legal correspondiente se tutele el derecho fundamental AL DEBIDO PROCESO, 

teniendo en cuenta los siguientes: 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: El día 3 de septiembre de 2015, la señora Maria Helena Pertuz Grijalba, 

presentó acción disciplinaria en mi contra por presuntas irregularidades en el nombramiento 

de empleados del Juzgado 4º de Ejecución Civil Municipal de Cali – Valle. 

 

SEGUNDO: La acción fue repartida al Honorable Magistrado Dr. Luis Rolando Molano 

Franco, el día 10 de noviembre de 2015. 

 

TERCERO: Mediante providencia del 13 de enero de 2016, se dispone la apertura de 

indagación preliminar. 

 

CUARTO: Dicha providencia fue notificada a través de edicto, el día 28 de abril de 2016. 

 

QUINTO: El día 18 de marzo de 2019, la Sala Dual de Decisión de la Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, mediante acta No. 

045, dispone abrir investigación disciplinaria funcional y, por secretaría, ordena su 

notificación personal para los fines previstos en los artículos 92, 94, 101, 138 y 155 inciso 

primero de la Ley 734 de 2002. 

 

SEXTO: La antecedida providencia, fue notificada vía correo electrónico, el día 22 de enero 

de 2021, notificación con la cual se cumple el requisito de publicidad necesario para la 

estructuración formal y material de las decisiones judiciales. 

 

SÉPTIMO: La investigación disciplinaria se encuentra cimentada en el nombramiento de la 

señora Martha Martínez Salazar en el cargo de Oficial Mayor, el día 6 de noviembre de 

2015, al parecer sin el cumplimiento de requisitos legales. 

 

OCTAVO: Dentro del proceso disciplinario, que me fue entregado con posterioridad al 22 

de enero de 2021, no se evidencia el legal proceso de notificación del auto en virtud del 

cual se dispuso abrir investigación disciplinaria en mi contra pues, no existen citaciones 



para mi comparecencia libradas al lugar de mi trabajo o al de mi residencia, ni menos 

constancia de haberse fijado, oportunamente, el edicto al cual remite el artículo 107 de la 

Ley 734 de 2002.  Solo, como ya dije, me fue notificado vía correo electrónico, el 22 de 

enero de 2021 tal como debe constar en la secretaría de la Sala sin que tampoco exista 

constancia de ello en el expediente. 

 

NOVENO: Contando el tiempo transcurrido entre la data que se consumó la falta -6 de 

noviembre de 2015-, y la apertura de la investigación -22 de enero de 2021-, fecha en la 

cual quedó debidamente materializado el auto que así lo dispuso, debemos concluir que ha 

transcurrido un tiempo de CINCO AÑOS, UN MES Y 23 DIAS, tiempo éste que supera con 

creces el establecido por el legislador para concluir que la acción disciplinaria caducó. 

 

DÉCIMO: Por lo anterior, elevé escrito ante la Comisión Seccional de Disciplina Judicial del 

Valle del Cauca, solicitando decretar la caducidad de la acción que se adelanta en mi contra 

por haber transcurrido más de CINCO AÑOS entre el momento en el cual se consumó la 

presunta falta que se me endilga, hasta el día en que quedó debidamente en firme el auto 

de apertura de investigación que data del 18 de marzo de 2019 y que solo se me notificó 

vía correo electrónico, el 22 de enero de 2021. 

 

DÉCIMO PRIMERO: En respuesta a mi petición, la Comisión Seccional de Disciplina 

Judicial del Valle del Cauca profiere decisión No. 0134 del 10 de febrero de 2021, en la cual 

aduce que, al disponerse la apertura de investigación el 18 de marzo de 2019, se 

interrumpió con un término prudencial, la caducidad de la acción disciplinaria; aunado a ello, 

indicó que la Secretaría Judicial había incurrido en un yerro al momento de efectuar las 

comunicaciones correspondientes, justificando la notificación tardía de la providencia en 

cuestión. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: La anterior decisión fue notificada vía correo electrónico el día 17 de 

marzo de 2021. 

PETICIONES 

Conforme lo dicho se PRETENDE: 

Tutelar el derecho fundamental al debido proceso y por tanto se decrete la CADUCIDAD de 

la acción disciplinaria adelantada en mi contra por haber transcurrido más de CINCO AÑOS 

entre la data que se consumó la falta -6 de noviembre de 2015-, y la apertura de la 

investigación notificada vía correo electrónico el día 22 de enero de 2021. 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 

Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales: 

 

La controversia de sentencias judiciales a través de la acción de tutela, tiene un alcance 

restrictivo y excepcional, en la medida que solo procede para aquellos casos en los que 



logre comprobarse que la actuación del funcionario judicial fue “manifiestamente contraria 

al orden jurídico, o al precedente judicial aplicable, y violatoria de derechos fundamentales, 

en especial, de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia”1. 

 

Por lo anterior, la Corte Constitucional elaboró una serie de requisitos para que el juez 

pudiera determinar la procedencia de la acción cuando se tratare de providencias judiciales, 

siendo unos generales y otros específicos. 

 

Los requisitos generales o formales, hacen referencia a la procedibilidad de la acción y 

consisten en: 

- Que la controversia planteada sea constitucionalmente relevante 

- Que previamente se hayan agotado todos los medios – ordinarios y extraordinarios 

– de defensa judicial al alcance de la persona afectada, a menos que se busque 

evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable 

- Que se cumpla el requisito de inmediatez 

- Que tratándose de una irregularidad procesal, la misma tenga un efecto decisivo o 

determinante en la sentencia que se impugna y que afecte los derechos 

fundamentales 

- Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron 

la vulneración como los derechos transgredidos y que hubiere alegado tal 

vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible 

- Que la tutela no se dirija contra sentencias de tutela ni contra decisiones      de 

constitucionalidad abstracta proferidas por la Corte Constitucional o por el Consejo 

de Estado 

 

El presente caso cumple a cabalidad los requisitos exigidos como quiera que: i) posee 

relevancia constitucional por hacer referencia a la presunta vulneración del derecho 

fundamental al debido proceso, transgredido por la accionada al negar la petición de 

caducidad de la investigación disciplinaria adelantada en mi contra; ii) satisface el requisito 

de agotamiento de recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, toda vez que contra el 

auto del 18 de marzo de 2019, no proceden recursos; iii) cumple con el presupuesto de 

inmediatez pues, entre la negación de la petición de caducidad – 10 de febrero de 2021 – 

notificada vía correo electrónico el 17 de marzo de 2021, y la presentación de esta acción 

no ha transcurrido más de un mes; iv)  el cargo formulado por defecto procedimental tiene 

incidencia directa en la decisión que se acusa; v) en el acápite correspondiente se detallan 

los hechos que generaron la vulneración, mismos que fueron discutidos en el proceso 

disciplinario; vi) la providencia demandada no es una sentencia de tutela. 

 

Los requisitos específicos hacen referencia a la tipificación de las situaciones que conducen 

al desconocimiento de derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido 

proceso, debiéndose acreditar uno de ellos (sentencia T-450 de 2018). 

 

 
1 Sentencia T-1066 de 2007 



Para el presente caso, se formula el cargo por defecto procedimental frente a la decisión 

proferida por la Sala Dual de Decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Valle del 

Cauca, mediante acta No. 045 del 18 de marzo de 2019, el cual se configura cuando la 

providencia adolece de una irregularidad procesal capaz de lesionar el derecho 

fundamental al debido proceso. 

 

Eso ocurre, en palabras de la Corte Constitucional, cuando: 

“el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a 
determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su 
sola voluntad, (...) cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su 
competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio”. 

163. Lo anterior puede ocurrir cuando, por ejemplo, se omite la notificación de un acto que 
requiera de esta formalidad según la ley, o cuando se retrasa de forma injustificada la 
adopción de una decisión judicial o su cumplimiento. También, cuando se pasa por alto el 
debate probatorio o si, en materia penal, se produce una deficiencia en la defensa técnica 
imputable al Estado. 

164. Finalmente, resulta preciso aclarar que no cualquier irregularidad procesal tiene la 
capacidad de configurar el aludido defecto. La jurisprudencia constitucional ha considerado 
que esto ocurre, solamente, cuando i) el error afecta de manera grave el debido proceso, ii) 
tiene una influencia directa en la decisión y iii) la deficiencia no se le puede atribuir al 
afectado.” (sentencia T-454 de 2015) 

 

Lo anterior merece colegir que se encuentran acreditados los presupuestos exigidos 

jurisprudencialmente para que resulte procedente la admisión y estudio de esta acción 

tutelar. 

 

Violación del derecho fundamental al debido proceso por defecto procedimental: 

 

El artículo 30 de la Ley 734 de 2002, preceptúa que “La acción disciplinaria caducará si 

transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia de la falta, no se ha proferido auto de 

apertura de investigación disciplinaria.  Este término empezará a contarse para las faltas 

instantáneas desde el día de su consumación, para las de carácter permanente o 

continuado desde la realización del último hecho o acto y para las omisivas cuando haya 

cesado el deber de actuar”.   

 

El artículo 155 ibídem establece que, “iniciada la investigación disciplinaria se notificará al 

investigado y se dejará constancia en el expediente respectivo. En la comunicación se debe 

informar al investigado que tiene derecho a designar defensor”. 

 

El artículo 101 ibídem determina “NOTIFICACION PERSONAL. Se notificará 

personalmente los autos de apertura de indagación preliminar, de investigación 

disciplinaria, el pliego de cargos y el fallo”. Por su parte, el artículo 102 establece  

“NOTIFICACION POR MEDIOS DE COMUNICACIÓN ELECTRONICOS. Las decisiones 

que deban notificarse personalmente podrán ser enviadas al número de fax o a las 

direcciones de correo electrónico del investigado o de su defensor, si previamente o por 

escrito hubiere aceptado ser notificados de esta manera.  La notificación se entenderá 

surtida en la fecha en que aparezca en el reporte del fax o en que el correo electrónico sea 

enviado.  La respectiva constancia será anexada al expediente”. 



A su turno, el artículo 107 dispone “NOTIFICACION POR EDICTO. Los autos que deciden 

la apertura de indagación preliminar e investigación y fallos que no pudieren notificarse 

personalmente se notificarán por edicto.  Para tal efecto, una vez producida la decisión, se 

citará inmediatamente al disciplinado, por un medio eficaz, a la entidad donde trabaja o a la 

última dirección registrada en su hoja de vida o a la que aparezca en el proceso disciplinario, 

con el fin de notificarle el contenido de aquella y, si es sancionatoria, hacerle conocer los 

recursos que puede interponer.  Se dejará constancia secretarial en el expediente sobre el 

envío de la citación.  Si vencido el término de ocho (8) días a partir del envió de la citación, 

no comparece el citado, en la secretaria se fijará edicto por el término de tres (3) días para 

notificar la providencia (…)” 

 

Finalmente, el inciso 2º del artículo 119 de la precitada norma indica que “Las decisiones 

que resuelvan los recursos de apelación y queja, así como aquellas contra las cuales no 

procede recurso alguno, quedarán en firme el día que sean suscritas por el funcionario 

competente” (negrilla fuera de texto), texto declarado exequible por la Corte Constitucional 

mediante sentencia C-1076 de 2002, siempre y cuando se entienda que los efectos jurídicos 

se surten a partir de la notificación de las providencias. 

 

El precitado artículo 30, determina que la acción disciplinaria caducará si transcurridos 5  

años desde la ocurrencia de la falta, no se ha proferido auto de apertura de investigación 

disciplinaria; frente a la hermenéutica de la norma, la premisa “no se ha proferido auto de 

apertura” debe ser entendida como un trámite procesal que comprende no solo la 

imposición de la voluntad de la autoridad competente sino su exteriorización a través de su 

notificación personal (artículo 101 Ley 734 de 2002), requisito sine que non para que se 

materialice la voluntad de quien ha impuesto la decisión, pues sin ésta no surtiría ningún 

tipo de consecuencia o efecto jurídico frente a los intervinientes dentro del proceso.  

 

Aunado a ello, tal como refiere el inciso 2º del citado artículo 119, las decisiones contra las 

cuales no procede recurso, quedarán en firme el día que sean suscritas por el funcionario, 

que en todo caso debe entenderse suscrita cuando se materialice su notificación, conforme 

lo determinado en la sentencia C-1076 de 2002 de la Corte Constitucional. 

 

Por lo anterior, no le es dable, a quien está en la obligación de suscribir y notificar la 

providencia, proceder de modo distinto porque en tal sentido, sin lugar a equivocaciones, 

está violando el mandato legal, máxime si se tiene en cuenta que el proveído objeto de 

análisis contiene una decisión grave para el implicado.  

 

El principio de publicidad tiende a garantizar el debido proceso, es una herramienta de 

control de la actividad pública y un medio para preservar la transparencia y razonabilidad 

de las decisiones judiciales, a menos que tales actuaciones se encuentren sometidas a 

reserva.  

 

Frente al particular, la falta por la cual se abrió investigación en mi contra es objetiva, según 

se lee en los argumentos del Tribunal, en haber nombrado, el 6 de noviembre de 2015, en 



el cargo de Oficial Mayor del Juzgado 4 de Ejecución Civil Municipal, a la señora MARTHA 

MARTINEZ SALAZAR, sin los requisitos exigidos por el Consejo Superior de la Judicatura, 

para acceder al aludido cargo, lo que se consideró una infracción a mis deberes funcionales. 

 

La providencia en la que se dispuso la apertura de la aludida investigación, data del 18 de 

marzo de 2019, pero solo vino a notificarse en forma personal, como obliga la legislación 

vigente, el 22 de enero de 2021, notificación con la cual se cumple el requisito de publicidad 

necesario para la estructuración formal y material de las decisiones judiciales porque, sin 

duda, la notificación realizada conforme a los procedimientos establecidos en la ley, hace 

parte integral del auto, pues sin ella no se satisface su viabilidad procesal.   

 

Recordemos que la providencia atacada no admite recurso alguno, por lo que tan solo cobra 

efectos jurídicos a partir del momento de su notificación (inciso 2º del artículo 119 Ley 734 

de 2002 declarado exequible mediante sentencia C-1076 de 2002 de la Corte 

Constitucional) y no de su suscripción. 

  

En las copias compulsadas por la Sala que me fueron entregadas con posterioridad al 22 

de enero de 2021, no se evidencia el legal proceso de notificación del auto en virtud del 

cual se dispuso abrir investigación disciplinaria en mi contra pues, ciertamente, no existen 

citaciones para mi comparecencia libradas al lugar de mi trabajo o al de mi residencia, ni 

menos constancia de haberse fijado, oportunamente, el edicto al cual remite el artículo 107 

transcrito.  Solo, como ya dije, el aludido proveído me fue notificado, vía correo electrónico, 

el 22 de enero de 2021 tal como debe constar en la secretaria de la Sala sin que tampoco 

exista constancia de ello en el expediente. 

 

Frente a esta realidad, si contamos el tiempo transcurrido entre la presunta falta cometida 

-6 de noviembre de 2015- y el inicio de la investigación -22 de enero de 2021-, fecha en 

la cual quedó debidamente materializado el auto que así lo dispuso, debemos concluir que 

ha transcurrido un tiempo de CINCO AÑOS, UN MES Y 23 DIAS, tiempo éste que supera 

con creces el establecido por el legislador para concluir que la acción disciplinaria caducó. 

 

Así las cosas, al observar los extremos temporales antes anotados, no cabe duda, que la 

autoridad disciplinaria, excedió el límite temporal que tenía para dar apertura a la 

investigación adelantada, al notificar la decisión después de cumplido dicho término 

perentorio, por causa del fenómeno de la caducidad. 

 

PRUEBAS 

DOCUMENTALES 

• Providencia suscrita por la Sala Dual de Decisión de la Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, mediante 

acta No. 045 del 18 de marzo de 2019. 

• Auto No. 0134 del 10 de febrero de 2021, proferido por la Comisión Seccional de 

Disciplina Judicial del Valle del Cauca. 

• Constancia de notificación del auto No. 0134 del 10 de febrero de 2021. 



J U R A M E N T O 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que en mi nombre no he instaurado otra o similar 

acción de tutela, con fundamento en los mismos hechos y derechos relacionados, ante 

ninguna autoridad judicial. 

 

NOTIFICACIONES 

 

• Las mías las recibiré a través del correo electrónico: gonzalogomez68@outlook.com 

Teléfono: 3012749722 

• La Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca, a través del correo 

electrónico: ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

 

HÉCTOR GONZALO GÓMEZ PEÑALOZA 
C.C. No. 6.776.595 

mailto:gonzalogomez68@outlook.com
mailto:ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co


 
 

 

 
 
 

 

 

República de Colombia 
Rama del Poder Público 

                                 Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca 
 

 
Carrera 4° No. 12-04 Palacio Nacional Oficina 105– Teléfonos  (92) 898 08 00 Ext. 8105- 8106-8107 

Santiago de Cali - Valle del Cauca – Colombia ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA. 
 

NOTIFICACIÓN POR AVISO No. 01 
(Art. 290 a 293 C.G.P.) 

 

Santiago de Cali, Abril 13 de 2021.  
 
 
Oficio No. 741.                                                                                    
 
Señora: 
MARIA HELENA PERTUZ GRIJALBA  
CARRERA 102 # 10 - 25  
CALI VALLE 
 
REF: Acción de Tutela No. 2021-00086  
Accionante: Dr. Héctor Gonzalo Gómez Peñaloza  
Accionado: Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Valle del Cauca 
               
Por intermedio de este aviso le notifico la providencia calendada el 26 de marzo de 2021, 
proferido por el Magistrado de la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito de Cali, Doctor 
CESAR EVARISTO LEON VERGARA, en el que se avocó el conocimiento de la acción de 
tutela impetrada por el Doctor HECTOR GONZALO GOMEZ PEÑALOZA contra la 
COMISION SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DEL VALLE DEL CAUCA, en la cual 
se le vincula como quejosa dentro del proceso disciplinario radicado No. 2015-02154-00, a 
efecto de que ejerza su derecho de defensa, concediéndole un término de un día para ello. 
La contestación se considerará rendida bajo juramento y en caso contrario, su silencio, hará 
que se tengan por ciertos los hechos en que se apoya el escrito de tutela. (Artículos 19 y 
20 del Decreto 2591 de 1991). 
 
Se advierte que esta notificación se considera surtida al finalizar el día siguiente al de la 
FECHA DE ENTREGA de este AVISO y para la notificación del auto que avoca la ACCIÓN 
DE TUTELA  adjunto se allega copia informal de la providencia que se notifica. 
 
IGUALMENTE LE INFORMO QUE EL PRESENTE AVISO, LA DEMANDA DE TUTELA Y 
ANEXOS Y EL AUTO QUE AVOCA LA ACCIÓN DE TUTELA SE PUEDE CONSULTAR 
EN LA PAGINA WEB DE LA RAMA JUDICIAL, COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL VALLE DEL CAUCA, LINK EN NOTIFICACIONES, AÑO 2021, AVISOS MES 
DE MARZO, ADEMÁS SE FIJARA UN EJEMPLAR DEL AVISO EN LA CARTELERA DE 
LA SECRETARIA DE ESTA CORPORACIÓN Y EN LA PUERTA DE ENTRADA DEL 
EDIFICIO PALACIO NACIONAL. 
 
Atentamente, 

 
GERSAIN ORDOÑEZ ORDOÑEZ. 

Secretario. 

mailto:ssdisvalle@cendoj.ramajudicial.gov.co
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 República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público  
Comisión Seccional de Disciplina Judicial de Valle del Cauca  

 
 

Santiago de Cali, diez (10) de febrero de dos mil veintiuno (2021).- 
 

 

Radicación: número 2015-02154-00  
 

AUTO No. 0134  
 
 

Vista la petición que fuere elevada por el doctor Héctor González 
Gómez Peñaloza, en la que solicita se decrete la caducidad de la 
acción disciplinaria en su favor, esta Magistratura deniega la misma 
por improcedente, con fundamento en las siguientes 
consideraciones;  
 
Establece el articulo 30 de la Ley 734 de 2002, modificado por el 
artículo 132 de la Ley 1474 de 2011, en su tenor literal qué:  
  

“La acción disciplinaria caducará si transcurridos cinco (5) años, 
desde la ocurrencia de la falta, no se ha proferido auto de 
apertura de investigación disciplinaria. Este término empezará a 
contarse para las faltas instantáneas desde el día de su consumación, 
para las de carácter permanente o continuado desde la realización del 
último hecho o acto y para las omisivas cuando haya cesado el deber de 
actuar.  

 
Revisado el presente asunto, se advierte que mediante proveído de 
Sala Dual aprobado en acta No. 045 del 18 de marzo de 2019, se 
adoptó una decisión mixta, que comprendía la terminación del 
procedimiento en favor del encartado por unas conductas, y la 
apertura de investigación disciplinaria contra el doctor Gómez 
Peñaloza, con ocasión del presunto nombramiento sin requisitos 
legales, de la empleada judicial Martha Martínez de Salazar.  
 
Como indicó el funcionario investigado, del proveído en cita, se 
destaca que el presunto nombramiento irregular, tuvo ocurrencia el 
6 de noviembre de 2015, en tanto, al disponerse apertura de 
investigación el 18 de marzo de 2019, se interrumpió con un 
término prudencial, la caducidad de la acción disciplinaria, situación 
jurídica que impide acceder al pedimento del togado.  
 
Ahora bien, tampoco puede obviar esta Magistratura, el yerro en 
que incurrió la Secretaría Judicial, al momento de efectuar las 
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notificaciones correspondientes, por lo cual, se dispondrá compulsar 
copias a la Presidencia de esta Comisión Seccional, para que se 
investigue disciplinariamente a los empleados adscritos a esa 
dependencia, por el presunto desconocimiento a lo dispuesto en los 
artículos 101, 107 y 155 de la Ley 734 de 2002.  
 
Infórmese de lo aquí resuelto al peticionario y realícese la compulsa 
de copias dispuesta.-  
 
 
 

CÚMPLASE 
 
 

(Firma electrónica)  
LUIS ROLANDO MOLANO FRANCO 

Magistrado 
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